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PALABRAS DE LA DRA. JANET TELLO GILARDI, PRESIDENTA DEL 

PODER JUDICIAL, CON OCASIÓN DE LA CELEBRACIÓN POR EL DÍA DEL 

JUEZ Y LA JUEZA 

 

Hoy, 4 de agosto, fecha en la que el Perú conmemora y celebra el Día del Juez 

y de la Jueza, inicio esta ceremonia oficial y protocolar dirigiéndome, con 

profundo respeto y gratitud, a quienes integran la judicatura en nuestro país y a 

quienes nos precedieron en el ejercicio de esta noble profesión, como son los 

expresidentes que hoy nos acompañan, los señores jueces cesantes también 

presentes y los que nos acompañan con su luz, como, solo por mencionar 

algunos, porque ya la lista es larga, el doctor Luis Portugal Gandón, el doctor 

Luis Almenar Bermejo, el doctor José Luis Lecaros y también el doctor 

Fernández Arce, cuyo homenaje hoy va a ser expuesto y expresado por parte 

nuestra en el discurso de orden. 

Por eso es que, en primer término, rindo homenaje y expreso mi más profundo 

agradecimiento a todos los jueces y las juezas, a ustedes, jueces y juezas de la 

Corte Suprema y de las 35 Cortes Superiores de Justicia que integran el Poder 

Judicial en nuestro país. 

El trabajo que ustedes realizan es hecho con vocación, con integridad, con 

valentía, con firmeza. Por eso les brindo este sincero agradecimiento, porque 

su labor no se limita solo a resolver controversias, muchas veces priorizando el 

trabajo sobre cualquier tema familiar o personal, incluso teniendo hijos o hijas 

de corta edad. 

Y, como decía, no solamente resolver controversias consiste, sobre todo, en 

garantizar que el derecho tenga contenido real, como les decía en la homilía el 

padre Justin, que los conflictos se encaucen por vías institucionales y que la 

justicia no dependa del poder, de la influencia ni del dinero. 

Los peruanos confían en los jueces y las juezas para la protección de sus 

derechos, y esta confianza se sostiene en vuestro compromiso con la 

imparcialidad y la independencia. 

La gratitud que hoy manifestamos cobra una connotación especial, porque ser 

juez o jueza en el Perú no es nada fácil. Si no lo sabremos. Ustedes ejercen 

una tarea exigente y compleja, que implica tomar decisiones en contextos 

apremiantes, con plazos perentorios, elevada carga procesal, juicios paralelos, 

casos mediáticos y siempre con la exigencia de adoptar interpretaciones con 

rigor y prudencia. 
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Pero ser juez o jueza requiere principalmente comprender una verdad esencial: 

en cada proceso judicial, siempre una parte —el demandante o el demandado, 

el denunciante o el denunciado— quedará disconforme con lo resuelto. Esto no 

es un defecto del sistema, sino un ingrediente inevitable de la impartición de 

justicia. 

Es la consecuencia de cumplir con el deber de decidir conforme a derecho, 

después de escuchar, analizar y motivar. Ese es el resultado de dar la razón a 

quien le corresponde y el precio de no caer en la tentación de buscar 

adhesiones masivas o muestras unánimes de aprobación. 

En este punto, me pregunto si las encuestadoras habrán considerado la 

variable que estoy mencionando: un 50 % de personas vencidas en un proceso 

judicial, porque ello implica que jamás podríamos partir de un 100 % de 

aprobación. 

Y no sé si alguna encuestadora alguna vez lo habrá hecho. Quisiera conocer 

cuáles son sus instrumentos de medición de nuestro trabajo y de nuestra 

aprobación, porque, después de ver el video, estoy segura de que a las 

personas a las que hemos podido acceder, si se les pregunta, darán una 

respuesta positiva de nuestro trabajo. 

Entonces, esto es muy importante para poder dar a conocer, en realidad, lo que 

los jueces y las juezas hacemos. 

La especial y dramática dificultad del trabajo judicial aparece cuando la 

disconformidad de quienes perdieron un proceso se transforma en ataques 

personales, en campañas de desprestigio y descalificación indiscriminada, 

como si el juez o la jueza que interviene en el caso fuéramos el problema, y no 

el caso, los hechos o el marco jurídico que tiene que ser aplicado. 

Mayor gravedad revisten estos ataques cuando provienen no del ciudadano 

particular, sino de actores políticos disconformes con determinadas decisiones 

judiciales. Más aún —y tengo que subrayarlo— cuando son parte o sujetos con 

interés en el resultado de algún proceso. 

Esto, sin duda, constituye formas de actuación no democráticas, de irrespeto 

hacia la judicatura y de menoscabo a la autoridad de los jueces. De esta 

manera, se enfrenta a la ciudadanía con el juez, lo cual resulta 

contraproducente para la estabilidad y la democracia que nuestro país 

necesita, y dentro de esta gran expectativa que se cierne ahora en el marco de 

un nuevo periodo de gobierno constitucional. 

Un ataque inaceptable proferido contra el Poder Judicial consiste en afirmar 

que la judicatura persigue políticamente a las Fuerzas Armadas y Policiales. 
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Nada más falso. 

Valoramos la inconmensurable tarea del Ejército, de la Marina, de la Fuerza 

Aérea y de la Policía Nacional en la construcción de la peruanidad y de la paz 

en nuestro país. Cómo no sentir orgullo por Grau, Bolognesi, Cáceres, 

Quiñones, Mariano Santos, Alipio Ponce, quienes defendieron con su vida al 

país y por tantos otros que, con el mismo heroísmo, han defendido y defienden 

en la actualidad la paz y la democracia. 

Pero cuando en casos específicos suceden situaciones contrarias al derecho, 

la justicia de nuestro país no puede dejar de actuar. Eso no es persecución 

política, es buscar la verdad. 

Enfatizo y reitero: en el Poder Judicial se imparte justicia a todos por igual, sin 

consignas y sin mirar nombres, cargos ni posiciones políticas, económicas, 

sociales o de cualquier otra índole. 

El derecho a la crítica es válido, pero no el insulto. Desde esta perspectiva, 

aceptamos las objeciones y cuestionamientos hechos con lealtad y limpieza, 

pero, permitiéndome usar las palabras de Su Santidad León XIV, pido, invoco, 

que quien critique a un juez o a una jueza lo haga con la verdad, porque el 

agravio y la diatriba nunca son argumento; por el contrario, siempre son un 

obstáculo para la vida democrática. 

Nada de lo dicho hasta aquí significa renuencia ni negación de la autocrítica. 

Somos humanos y, por ello, no somos infalibles, y sabemos que cada quien 

asume la responsabilidad por sus actos. 

La apertura para reconocer limitaciones, problemas o errores es condición 

indispensable para aprender, corregir prácticas y fortalecer la independencia y 

la legitimidad de toda entidad pública. Y es que la autocrítica honesta no 

debilita las instituciones, las hace más transparentes, más responsables y más 

capaces de merecer la confianza ciudadana. 

No puedo, en este día, dejar de recordar lo que vengo sosteniendo de manera 

enfática: que cuando se afecta la independencia del Poder Judicial se pone en 

peligro la democracia y la vigencia misma de la Constitución. 

Por eso digo con claridad que la independencia judicial no es un privilegio 

corporativo, sino una garantía para la sociedad, porque sin ella queda 

eliminada la posibilidad de los ciudadanos de recurrir a un juez imparcial para 

proteger sus derechos. 

Ahora bien, la firme defensa de la independencia judicial no es —y esto 

también debo subrayarlo— incompatible con mantener una relación de 

colaboración permanente y estrecha con los otros poderes del Estado y las 
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demás instituciones del país. Al contrario, esta colaboración siempre ha sido 

posible, necesaria y, de hecho, así venimos trabajando desde el inicio de 

nuestra gestión, como fácilmente puede ser comprobado. 

Con el Congreso de la República, por ejemplo, y solamente voy a mencionar 

algunos datos, hemos mantenido un nivel de coordinación óptimo que ha 

permitido la aprobación de iniciativas legislativas presentadas por la Sala Plena 

de la Corte Suprema y de otras leyes que permitieron mejorar la impartición de 

justicia, como la ley que creó el sistema de flagrancia y la que establece el 

marco jurídico para implementar la justicia itinerante. 

Especialmente, debo mencionar que el Parlamento, como acto de justicia, acto 

de justicia con los trabajadores que forman parte de este Poder del Estado, ha 

aprobado leyes que les reconocen derechos por largo tiempo reclamados, cuyo 

proceso de implementación está aún en marcha. 

Y por ello es que, en este día, siendo el Día del Juez y de la Jueza, somos 

conscientes de que sin nuestros trabajadores no se podría avanzar en el 

servicio de justicia y su optimización. Por ello aprovecho este espacio para 

decirles que siguen siendo mi prioridad sus derechos y espero que las 

autoridades competentes, como la señora presidenta del Perú, puedan 

intervenir dentro de sus competencias para hacer realidad los derechos de los 

trabajadores. 

Con el Poder Ejecutivo, por su parte, hemos establecido espacios de trabajo 

conjunto para impulsar decididamente políticas de Estado y trabajar de manera 

priorizada en la lucha contra la inseguridad ciudadana y la corrupción. 

Cada vez que hemos sido convocados, hemos estado allí para trabajar 

políticas de lucha contra la inseguridad ciudadana y todo lo que signifique 

buscar el bienestar, la paz y la tranquilidad de nuestro país. 

Debemos tener presente que la judicatura es un contrapeso indispensable 

dentro del Estado, pero no para enfrentar a nadie, sino para asegurar la 

supremacía de la Constitución y la protección de los derechos fundamentales. 

Este contrapeso democrático no compite con los demás poderes del Estado, 

los complementa. 

Ninguna institución por sí sola puede cerrar las brechas sociales que aún 

existen en nuestro país. Nuestra fortaleza proviene del equilibrio y del trabajo 

articulado entre el Ejecutivo, el Legislativo, los organismos autónomos y los 

gobiernos regionales y locales. 
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La judicatura peruana está dispuesta a continuar y a fortalecer este trabajo 

conjunto, siempre desde el respeto mutuo a las competencias que la 

Constitución ha confiado a cada institución. 

Por ello, hoy que en nuestro país se inicia un nuevo gobierno constitucional, 

debo destacar el compromiso que representa el hecho de que la presidenta de 

la República haya juramentado su cargo afirmando que respetará la 

independencia y la separación de los poderes del Estado y de la democracia. 

Nos preocupa, sin embargo, que su juramento solemne, es decir, su palabra, 

contraste frontalmente con voces recientes que, desde el ataque y la diatriba 

hacia la judicatura, alientan peligrosas formas de intervención al Poder Judicial, 

las cuales son inadmisibles en un Estado democrático. 

Un juez y una jueza son independientes cuando pueden resolver los procesos 

a su cargo, libres de presiones políticas o de cualquier otra índole. 

Perdida esa independencia, la judicatura quedaría subordinada al poder político 

y las ciudadanas y ciudadanos, sobre todo los más vulnerables, quedarían sin 

defensa frente a los abusos de poder. 

Hoy la independencia, de ser solo principio y garantía, ha evolucionado hasta 

convertirse en un derecho irrenunciable que tenemos los jueces. 

Una parte fundamental de esa independencia es el derecho a la permanencia 

en el cargo, salvo que un debido proceso demuestre la comisión de faltas 

previamente tipificadas en la ley, conductas al margen de la ley, no criterios. 

Por eso, si se llegara a destituir a un juez o una jueza nombrada mediante 

concurso público meritocrático únicamente porque una autoridad discrepa con 

el contenido de sus decisiones o con su criterio jurisdiccional, se eliminaría por 

completo la independencia judicial y ello resultaría arbitrario. 

En los últimos meses hemos visto con preocupación cómo se han presentado 

denuncias contra jueces y juezas que ejercieron el control difuso de 

constitucionalidad y de convencionalidad. 

Vale recordar: el control difuso no es una invención de los jueces. El control 

difuso está reconocido expresamente en el artículo 138 de la Constitución y, 

cito, dice así: “En todo proceso, de existir incompatibilidad entre una norma 

constitucional y una legal, los jueces prefieren la primera”. Es un deber 

constitucional. 

Por otra parte, el control de convencionalidad es una obligación que el Perú 

asumió al formar parte del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
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Reitero con toda claridad: cualquier persona o institución tiene derecho a 

criticar e impugnar una resolución judicial, y ese derecho lo defenderemos 

siempre, pero discrepar con una sentencia no puede ser justificación para 

despojar del cargo a quien la emitió. 

Es un derecho fundamental del juez y de la jueza ser independientes y no ser 

destituidos por su criterio jurisdiccional. 

Además de la defensa de la independencia de los jueces y las juezas, el 

compromiso del Poder Judicial es la convivencia pacífica de los peruanos. 

Los trabajadores, los estudiantes, los emprendedores, las madres de familia, 

las personas adultas mayores y, en términos generales, todos quienes viven en 

este país tienen derecho a desarrollar su vida en paz y con tranquilidad. Sin 

embargo, este derecho solo se ejerce plenamente cuando hay un clima real de 

seguridad ciudadana en todos los ámbitos. 

Como decía, en todos los ámbitos, desde la familia, pasando por la comunidad. 

¿Pero qué pasa en nuestro país? 

Lamentablemente, la inseguridad ciudadana empieza por casa, porque allí 

están las estadísticas. ¿Quiénes son las personas agredidas? Son niñas, niños 

y mujeres, en el entorno familiar o en el entorno comunal. 

Y esto es una realidad y en esto se tiene que trabajar muchísimo, y nosotros, 

los jueces y las juezas, lo vivimos a diario. 

En el lugar donde las personas deberían encontrar los cuidados, la protección, 

el amor y el afecto, lamentablemente muchas encuentran, más bien, la 

violencia en sus vidas. Y por eso es que, solo cito un ejemplo, las niñas awajún 

en Condorcanqui. 

Asimismo, y por supuesto, junto a estas problemáticas nos sumamos a las 

voces que señalan, como parte del Estado y la ciudadanía, que tenemos que 

recuperar la tranquilidad arrebatada por peligrosas bandas criminales, lo cual 

también ha sido, desde el primer día de la gestión, un objetivo prioritario. 

Y por eso es que, ya se ha mencionado aquí, hemos impulsado desde el Poder 

Judicial la aprobación de la Ley N.° 32348, del Sistema Nacional de Flagrancia 

Delictiva, cuyo éxito depende del concurso activo y comprometido de todas las 

instituciones involucradas en la persecución penal y administración de justicia, 

a fin de garantizar respuestas rápidas, eficaces y articuladas. 

En efecto, los resultados alcanzados confirman que este modelo especializado 

es altamente funcional, que ha permitido la resolución de casos, en su gran 

mayoría, en plazos menores de 72 horas, lo que significa una capacidad de 
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respuesta del 92 %. Y, como se vio en el video, también se han dictado 

sentencias ejemplares de hasta 35 años en un caso de violencia sexual contra 

un menor de edad. 

Por ello debo mencionar, y no está nuestro señor fiscal de la Nación, pero se lo 

diré también de manera directa, que las normas técnicas aprobadas en las 

últimas semanas por el Ministerio Público han generado riesgos que merecen 

atención, entre otros, por la reducción de competencias de delitos en el 

Sistema Nacional de Flagrancia. 

Por eso, invocamos al Ministerio Público, aquí están los señores fiscales 

representantes, que se haga una revisión de esas normas para la continuación 

del trabajo conjunto, con el respaldo que estamos teniendo en estos momentos 

desde la alta autoridad de nuestra Nación. 

Porque esta situación genera una gran expectativa con el compromiso público 

asumido por la presidenta de la República, cuando afirmó que en su gobierno 

las unidades de flagrancia se convertirán en la piedra angular de un sistema de 

justicia renovado y serán fortalecidas y ampliadas. 

Este compromiso encuentra al Poder Judicial listo para continuar trabajando 

hombro a hombro en su realización. 

Aunque esta no es la ocasión para revisar balances de gestión, en aras de 

hacer justicia con el esfuerzo desplegado por nuestras juezas y jueces y 

trabajadores judiciales, resulta imperativo referir importantes avances y logros 

obtenidos que nos llevan a ser considerados una de las judicaturas líderes de 

la región. 

De hecho, no podría abarcar todo lo que hacemos. 

Empiezo por señalar que todos y cada uno de los integrantes de la Sala Plena, 

además de la labor jurisdiccional tan ardua que tienen, realizan trabajos a 

través de comisiones diversas. 

La Comisión de Justicia de Género, la doctora Elvia Barrios; también 

presidenta de la UETI; tenemos al doctor Arias y al doctor Arévalo, que se 

encargan de la justicia ambiental; el doctor Ulises Yaya, que lo vieron también 

en pantalla, que impulsa la reforma tecnológica y la aplicación de la IA en la 

judicatura. 

Y es más, todos aquellos que están aquí presentes —discúlpenme si no los 

nombro a todos— tienen una labor adicional y por eso es tan importante que 

ustedes estén aquí presentes para conocerla. 
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Así, por ejemplo, algo que nos ha convocado es la producción normativa. Y así 

es como, mediante acuerdo de la Sala Plena, se han conformado dos 

comisiones de trabajo, integradas cada una por cinco jueces supremos: una 

para elaborar un anteproyecto de Ley Orgánica del Poder Judicial y otra para 

preparar una propuesta de reforma en materia de casación. 

Lo hemos hecho porque somos conscientes de la necesidad de revisar y 

mejorar, desde la propia casa, tanto las reglas de funcionamiento del gobierno 

de la judicatura como las reglas procesales que ordenan el desarrollo de los 

procesos judiciales. 

La idea de estas comisiones es que la magistratura participe activamente en la 

construcción de marcos normativos óptimos y propios que regulen de mejor 

manera el gobierno del Poder Judicial, a través de su ley orgánica, y 

perfeccionen el sistema de casación para hacer más eficiente y coherente la 

labor jurisdiccional. 

Una vez concluida la propuesta, evidentemente será difundida y socializada, 

pero desde ya pido a cada uno de ustedes que puedan alcanzar sus aportes 

para alimentar el trabajo de ambas comisiones. 

Por otra parte, somos conscientes de que la transformación digital ha venido a 

modernizar el sistema de administración de justicia, instalando la justicia digital 

del siglo XXI. 

Por eso, el 31 de julio de este año marcamos un hito en este proceso de 

transformación, un hito histórico, al presentar el Sistema Integrado Judicial 

(SIJUD). 

Este trabajo, tanto en el eje penal como en el eje no penal, es desarrollado 

también gracias al apoyo del Banco Mundial y del Banco Interamericano de 

Desarrollo. Y esto se viene ejecutando a través del grupo de alto nivel que 

preside el doctor Ramiro Bustamante, en coordinación con la Oficina de 

Coordinación de Proyectos, la GTI, entre otros. 

Por eso es que estas acciones marcan una era que mira, como acabo de 

mencionar, al siglo XXI. Una transformación digital que ha venido para 

quedarse y mira hacia el futuro. 

También se ha implementado el Expediente Judicial Electrónico en otras 

especialidades, como son los procesos de tenencia, régimen de visitas y 

alimentos. 

Además del Expediente Judicial Electrónico, también se ha implementado la 

Mesa de Partes Electrónica en todos los distritos judiciales del país. Y su 



 9 

empleo hará posible reducir su duración a solo meses o semanas, como 

también se ha podido apreciar en el video. 

Parte de esta transformación digital, y también se ha mencionado ya, es la 

incorporación de la IA y, especialmente, el desarrollo de un chatbot jurídico 

basado en inteligencia artificial generativa. 

Su implementación en la Quinta Sala Constitucional y Social de la Corte 

Suprema ha permitido realizar consultas sobre una base de más de 625 mil 

resoluciones judiciales, acuerdos plenarios y precedentes vinculantes, 

reduciendo significativamente los tiempos de búsqueda y análisis de la 

información. 

El Poder Judicial ha empezado a utilizar esta herramienta tecnológica con la 

intención de que sirva de apoyo a la función judicial, mas no para sustituirla, 

porque el juez y la jueza, seres humanos comprometidos con la dignidad de las 

personas, deben seguir siendo el centro de toda decisión jurisdiccional. 

La IA ha de servir para potenciar su capacidad humana, pero nunca para 

reemplazarla. 

Y aquí también es importante revisar la magnífica humanidad del Santo Padre 

León XIV. 

Por otro lado, en el ámbito de los procesos civiles, el equipo técnico que 

impulsa la oralidad viene consolidando esta política judicial como una de las 

reformas más importantes nacidas del seno del propio Poder Judicial. 

Sirve para fortalecer principios como la inmediación, la concentración, la 

transparencia y la celeridad procesal, pero, sobre todo, para acercar la justicia 

a las personas con procedimientos ágiles, comprensibles y orientados a una 

tutela judicial efectiva. 

Gracias a compromisos de juezas y jueces de diciembre del año 2024, viene 

siendo implementada en las 34 cortes superiores del país, consolidándose 

como una política pública judicial de alcance nacional. 

En el ámbito del acceso efectivo de las personas a la justicia, no puedo dejar 

de referirme al trabajo que hace ONAJUP, con el doctor Johnny Cáceres a la 

cabeza; referirme a la justicia itinerante impulsada desde la Comisión de 

Acceso a la Justicia, que ha permitido acercar los servicios judiciales a más de 

200 mil personas en situación de vulnerabilidad. 

En lo que va del año 2026, su avance ha continuado mediante el desarrollo de 

99 ferias de justicia y la instalación de 127 mesas de partes itinerantes. 
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Mención importante, en el terreno de lo que sucede en Condorcanqui, es 

resaltar que desde el Poder Judicial, con la UETI Penal, se han implementado 

nueve órganos jurisdiccionales en Condorcanqui para la lucha contra la 

violencia de género contra las niñas awajún. 

Para combatir este flagelo, también se han comprado embarcaciones y motos 

que servirán para trasladar a las víctimas y realizar las notificaciones judiciales. 

Asimismo, los jueces y juezas del Poder Judicial, a nivel nacional y de manera 

simultánea, sin escatimar esfuerzos, en una jornada de 25 días que incluyeron 

sábados y domingos, llegaron a los domicilios de cientos de beneficiarios, 

especialmente mujeres, para entregarles certificados endosados judicialmente 

por más de S/ 210 millones, correspondientes a sentencias de alimentos, 

reparaciones laborales, entre otros conceptos. 

He querido reservar este momento final para sintetizar tres ideas que 

condensan el sentido profundo de esta celebración. 

La primera está referida al rol de ser mujer, y ello no es solo un dato simbólico, 

sino una expresión del camino que las mujeres y las mujeres juezas hemos 

venido recorriendo con esfuerzo, responsabilidad y convicción en todos los 

espacios de la vida pública. 

En mi condición de mujer y de presidenta del Poder Judicial, debo decir que 

serlo en un cargo público nos impone una triple responsabilidad: la de ejercer la 

función con firmeza y con absoluto respeto por la Constitución; la de demostrar 

que el liderazgo femenino no es una excepción ni una concesión, sino una 

manifestación legítima de la democracia; y la de asumir un compromiso con las 

generaciones futuras, con las niñas y jóvenes que deben saber que ningún 

espacio les está vedado. 

Porque sí hemos demostrado que se pueden vencer los estereotipos y 

prejuicios de género que nos reducían a estar siempre en espacios privados. 

Sí, y lo he dicho con claridad: el enfoque de género no es ninguna ideología, 

sino una categoría de análisis de las desigualdades estructurales entre 

hombres y mujeres, temida por unos y satanizada por otros, probablemente por 

desconocimiento, porque permite identificar las asimetrías de poder en las 

relaciones sociales que impiden tener sociedades igualitarias. 

Allí radica la responsabilidad histórica: la mía, la suya, señora presidenta. 

La segunda idea es la necesidad del trabajo conjunto y del respeto. 

Ninguna institución del Estado, por fuerte que sea, puede enfrentar sola los 

enormes desafíos que tenemos como país. La justicia, la seguridad ciudadana, 
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la lucha contra la corrupción, la integridad pública, la protección de los 

derechos fundamentales y la mejora de los servicios públicos exigen 

coordinación, diálogo y cooperación leal entre poderes e instituciones. 

Pero ese trabajo conjunto solo es posible cuando se sostiene sobre una base 

indispensable: el respeto mutuo. 

Respeto por las competencias constitucionales de cada poder del Estado, por 

la independencia judicial, por la palabra comprometida, por la crítica fundada y 

también por la diferencia legítima. 

Cuando el respeto guía la relación entre las instituciones, el Estado se 

fortalece. 

Por eso, hoy más que nunca, necesitamos entender que colaborar no significa 

subordinar, que discrepar no significa destruir y que las diferencias no nos 

hacen enemigos. 

Solo desde el respeto es posible construir acuerdos duraderos y eficaces, 

fundados en los valores de la justicia y en los principios de la ética. 

La tercera idea es la gratitud. 

Quiero nuevamente agradecer a cada juez y jueza del país por la nobleza de 

su labor que, como ya señalé, se desarrolla en silencio, bajo presión y con 

grandes exigencias personales e institucionales. 

Ser juez o jueza en el Perú supone enfrentar jornadas intensas, expedientes 

complejos, demandas sociales urgentes y, no pocas veces, críticas injustas e 

incomprensiones, así como también afectaciones a la integridad personal y a la 

vida. 

A todos ellos, pero especialmente a los mártires de la justicia, les rendimos 

nuestro sentido homenaje en este día. 

A pesar de todos estos riesgos, ustedes continúan sosteniendo la promesa de 

la justicia, asumiendo este nuevo rol de garantes del respeto de los derechos 

fundamentales y de la superación de las barreras que impiden la justicia con 

igualdad. 

Vuestra perseverancia en esta tarea tiene un nombre: resiliencia. 

Es la resiliencia para seguir sirviendo con independencia, para no ceder ante la 

adversidad, para mantener la vocación aun en medio de la carga, la 

incertidumbre o la exigencia; en suma, para recordar que cada decisión judicial 

impacta en la vida real de las personas. 
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A la luz de vuestra entrega, recuerdo hoy una frase atribuida a Francisco 

Bolognesi, quien, en su hora más difícil, momentos antes de dar su vida en la 

defensa de Arica, le habría escrito a su esposa para decirle: “No reclames 

nada, porque pueden pensar que pongo precio a mi deber”. 

Así son nuestros jueces y juezas. Y yo no reclamo nada, porque lo que siento 

fervientemente es el cumplimiento de una obligación, de un deber que nos 

honra y nos fortalece: el servicio a la justicia y nuestro patriotismo. 

Jueces y juezas del Perú: 

Gracias por mantenerse firmes. 

Gracias por seguir trabajando con compromiso. 

Gracias por demostrar que nuestra judicatura tiene la capacidad de 

adaptarse, resistir y avanzar sin perder su esencia humana. 

Y, sobre todo, gracias por amar esta carrera judicial. 

Muchas gracias, gran familia judicial, a la cual estoy segura de que nos 

sentimos muy orgullosos y orgullosas de pertenecer. 

 

 


